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El modus operandi 
 
Por Héctor Moreno 
 
Acciones oficiales desplegadas los últimos meses en varios frentes muestran el 
endurecimiento del sistema en algunos temas y contra ciertos opositores 
conforme se consolida un escenario de derrota del candidato presidencial del 
Partido Revolucionario Institucional (PRI). 
 
Revelaciones logradas por investigaciones de organizaciones ciudadanas y 
contados medios de comunicación permiten establecer, a grandes rasgos, 
fragmentos del modus operandi de las maniobras del grupo del Presidente 
Enrique Peña Nieto para tratar de mantener el poder. 
 
Esas maniobras y esfuerzos para encubrir irregularidades y generar un ambiente 
favorable al tricolor se han topado con la indignación popular causada por la 
impunidad y la extendida percepción de corrupción alimentada desde ciertas 
esferas del gobierno federal. 
 
Algunos de esos frentes son: 
 
La cooptación de los medios 
 
Los cambios de patrones de consumo informativo por la vía digital ha desfondado 
los ingresos publicitarios de los medios tradicionales y los ha obligado a 
desarrollar nuevos modelos de negocios o a depender del único ingreso seguro: 
la publicidad oficial. 



 
Durante los primeros cuatro años del gobierno del Presidente Peña Nieto, de 
acuerdo a un estudio de Fundar, Centro de Análisis e Investigación, el gasto en 
publicidad llegó a los 37 mil millones de pesos, lo cual se traduce en un gasto 
diario de más de 24 millones de pesos. La asignación de esos recursos es 
discrecional. 
 
Eso llevó a organizaciones de profesionales de la comunicación a recurrir a la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación y ésta ordenó al Congreso emitir una ley 
de publicidad gubernamental. 
 
Como esa legislación debe estar aprobada antes de la terminación del actual 
periodo de sesiones – 30 de abril – la mayoría integrada por diputados del PRI y 
sus aliados aprobaron un proyecto de Ley General de Comunicación Social, el 
cual debe pasar todavía a la aprobación de los Senadores. 
 
Mantener la discrecionalidad en la asignación de los recursos ha permitido 
sobrevivir a muchos medios y ello puede explicar la uniformidad en muchos 
contenidos o las concesiones de frecuencias para radio o para televisión, o la 
concesión de contratos para otras empresas de los dueños de los medios. 
 
El escarnio a Ricardo Anaya, candidato presidencial de la coalición por México al 
Frente, por presunto lavado de dinero; o la escasa repercusión a investigaciones 
sobre presuntos desvíos de recursos oficiales son, quizá, los mejores ejemplos del 
comportamiento de la mayoría de los medios para estos tiempos electorales. 
 
La opacidad 
 
Han sido, precisamente la denuncia de los temas de desvío de recursos oficiales, 
los de mayor peso en el ánimo ciudadano, pues el gobierno no ha dado 
respuestas ni claras ni contundentes, lo cual ha redundado en un descrédito. 
 
Una encuesta de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos 
(OCDE), a la cual pertenece nuestro país, detectó que el 83 por ciento de los 
mexicanos cree que la corrupción está extendida en las instituciones públicas. 
 
Además de los multimencionados casos de la “Casa Blanca”; el socavón en el 
Paso Exprés de la autopista México – Acapulco, en los últimos meses han salido a 
la luz investigaciones sobre cómo miles de millones de pesos fueron desviados a 



través de complejas operaciones de dependencias hacia otras empresas estatales, 
pero no llegaron a sus destinatarios: la población. 
 
En el centro de esas denuncias se encuentra Rosario Robles, pues sucedieron en 
su época como titular de la Secretaría de Desarrollo Social así como diversas 
instancias públicas del estado de Hidalgo, piedra angular de la fuerza política del 
ex secretario de Gobernación y frustrado aspirante presidencial, Miguel Ángel 
Osorio Chong. 
 
Una herramienta fundamental para esas investigaciones periodísticas y de 
organizaciones sociales han sido las leyes de transparencia iniciadas durante el 
sexenio del panista Vicente Fox. 
 
La característica opacidad de los gobiernos priistas se ha roto con la dedicación y 
paciencia de la organización ciudadana. 
 
Desprecio al reclamo ciudadano 
 
La inactividad legislativa como respuesta a temas fundamentales planteados por 
cientos de organizaciones ciudadanas es otro frente en donde el PRI – Gobierno 
ha endurecido su posición. 
 
La reforma al artículo 102 Constitucional para transformar a la Procuraduría 
General de la República en una Fiscalía General independiente y eficaz se ha 
detenido por la falta de voluntad política de la mayoría priista; y como derivación 
tampoco se puede designar un Fiscal Anticorrupción. 
 
Se pierde una oportunidad para avanzar realmente en el combate a la impunidad 
y a la corrupción. 
 
Árbitros a modo 
 
Si la actuación del tribunal electoral quedó cuestionada tras las elecciones en 
Coahuila y el estado de México el año pasado, la aprobación para registrar a 
Jaime Rodríguez Calderón, “El Bronco”, como candidato independiente por la 
Presidencia de la República erosiona la credibilidad del proceso electoral. 
 
Aprobar su registro, a pesar de la cantidad de irregularidades en el proceso de 
recolección de firmas, lleva a una percepción mayoritaria de que se trata de una 



maniobra desde el gobierno para restarle votos al candidato puntero en las 
encuestas. 
 
Y serán estos mismo magistrados quienes tendrán bajo su responsabilidad la 
posibilidad definir la elección presidencial. 
 
Justicia selectiva 
 
Otro de los frentes es el relacionado a los temas impulsados por opositores al 
régimen y que han logrado repercusiones internacionales relevantes. 
 
Dos de ellos han resurgido en las últimas semanas: el de la extradición del ex 
gobernador de Chihuahua, César Duarte y la desaparición de los 43 estudiantes 
de la Normal Isidro Burgos de Ayotzinapa, Guerrero. 
 
En el primer caso las acciones legales han ido encaminadas a sacar de la esfera 
del gobierno de Chihuahua los procesos y a los detenidos para llevarlos a 
instancias federales. 
 
No solo eso, el gobernador Javier Corral ha emprendido una nueva campaña, 
pues asegura que el Gobierno federal ha incumplido con solicitar al gobierno de 
los Estados Unidos la detención con fines de extradición de Duarte Jaquez. 
 
Para Corral Jurado, las complicidades del gobierno de Peña Nieto con su 
antecesor son de tal magnitud que solo buscan encubrirlo. 
 
Duarte Jaquez sigue siendo militante del PRI, a pesar del proceso penal en su 
contra. 
 
Del segundo caso, el de los 43 estudiantes desaparecidos de la Normal Rural 
Isidro Burgos de Ayotzinapa, Guerrero en los últimos días se dieron a conocer 
versiones que involucrarían a presuntos jefes del narcotráfico en los hechos 
violentos del 26 de septiembre de 2014, que operaron desde Chicago. 
 
Fragmentos de dicha información – que está oficialmente bajo resguardo de la 
PGR -  fue planteada para inducir que los estudiantes fueron asesinados al ser 
confundidos como parte de un grupo criminal en disputa con otro, por el control 
de las drogas. 
 



Sin resolver de fondo qué sucedió con los estudiantes, se apuntala la versión 
histórica de la PGR sobre el caso. 
 
A casi cuatro años de lo sucedido, y sin poder demostrar jurídicamente su 
conclusión, el gobierno insiste en culpar a grupos del narcotráfico con una 
investigación cuestionada jurídicamente en sus métodos. 
 
 
Conclusiones 
 
El endurecimiento del sistema en diversos temas y frentes está generando mayor 
tensión e irritación. 
 
Ese enojo popular lo está cosechando el candidato de la coalición Juntos 
Haremos Historia, Andrés Manuel López Obrador, quien cumple dos años como 
puntero en las encuestas. 
 
Sus disparatadas propuestas polarizan la calle y merecen respuesta de actores 
relevantes. Por ejemplo, su pleito con Vicente Fox para quitar la pensión a los ex 
presidentes o su ocurrencia de cancelar la construcción del Nuevo Aeropuerto 
Internacional de la Ciudad de México en caso de ganar y que le mereció ya una 
respuesta del empresario Carlos Slim. 
 
Para el sistema el escenario se complica en la medida en que el candidato de la 
coalición Por México al Frente, Ricardo Anaya se mantiene en la segunda 
posición, a pesar del escarnio al que fue sometido las últimas semanas. 
 
Por más presiones al escenario, el candidato presidencial de la coalición Todos 
por México, José Antonio Meade Kuribreña carga con el desprestigio del 
gobierno de Enrique Peña Nieto y esas acciones pueden generarle el sentido 
inverso, es decir, lo mueven hacia abajo. 
 
Su implícita alianza con el matrimonio Calderón Zavala tampoco les está 
generando crecimiento de simpatías. Ni a Meade ni a Margarita Zavala. 
 
Las campañas apenas iniciaron y aún podrían verse reacomodos. El tiempo dirá. 
 
 


